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INTRODUCCIÓN 

D ara analizar las Juntas de Buen Gobierno en Chiapas 
[ se requiere ubicar el contexto y sentido de su organiza­
ción. Si uno de los problemas que expresa la crisis del de­
recho es un distanciamiento con la realidad social y su apego 
a la letra de la norma que no la refltja, en el caso indígena, 
dicha crisis ha sido doble ante la ausencia de normas. La 
ficción jurídica de una sociedad homogénea no se pudo 
sostener más. 

La movilización social, política e incluso armada de­
mandó al Estado asumir una propuesta de reconstitución 
para dar cabida a nuevos sujetos de derecho: los pueblos 
indígenas, que hístóricarnente han mantenido su legíti­
rnidad y han carecido de legalidad. 

Habermas 189 incursiona en la teoría jurídica critica y 
propone que reconozcamos que no hay derecho sin vali­
dez, pero tampoco hay derecho sólo con validez. Para él la 
validez deberá ser la suma concomitante del principio de 
legalidad y el principio de legítirnidad. Ahí donde concu-

188 Maestra de la Universidad Pedagógica Nadonal y vicepresidenta de la 
Academia Mexicana de Derechos Humanos. 

189 Jürgen Habermas. Facticidad y validez. Editorial Trona. 1998. 
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rren ambas, nacerá la validez. Por lo tanto, desecha la 
tesis clásica de validez formal kelseniana. 

En contraste, si recordamos que el concepto típico con 
que nace el Estado moderno es el de legalidad y que la 
autoridad sólo puede hacer lo que la ley le permite, a los 
particulares les queda el espado de lo que la ley no les 
prohíbe. Veamos qué pasa con nuestro campo de estudio. 

N o es un secreto que los pueblos indígenas han practi­
cado formas de jurisdicción, es dedr, han "administrado 
justicia" y ésta es una función exclusiva del Estado. Han 
establecido normas y sanciones sin tener facultad legis­
lativa reconocida; y el hecho de que no hayan sido escri­
tas o formalizadas no les exime de su naturaleza jurídica. 
También han gobernado a sus pueblos a través de un sis­
tema de cargos. Por lo tanto, históricamente han subsis­
tido en la ilegalidad. A juicio del derecho, los pueblos in­
digenas no tienen atribuciones para tales actos ilegales 
realizados por particulares a quienes les está expresamente 
prohibido ejercerlas. 

Justamente ese es el meollo del asunto. Las funciones 
ejercidas por los pueblos indígenas, cada vez más dismi­
nuidas, son de naturaleza pública, no simples actos pri­
vados de particulares. Por ello su reconocimiento requie­
re modificaciones de fondo en el orden jurídico. 

Por otra parte, no hay que olvidar que en la base del 
planteamiento indígena está el criterio de precedencia 
histórica, es dedr, el señalamiento de que su origen se 
ubica con anterioridad a la creación misma del Estado. 

Por ello resulta muy sugerente el enfoque de Habermas, 
quien sustenta que no es el derecho el que crea la legiti­
midad, sino que es la legitimidad la que crea derecho. 
Visto así el derecho indígena, al insertarse en el orden 
jurídico nacional e internacional, obtiene reconocimien­
to y no se trata por tanto de creación de derechos nuevos. 
Esta visión no concuerda con la que plantean los juristas 
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positivistas, quienes se niegan a asumir la más elemental 
de las implicaciones de lo que Alain Finkielkraut señala: 

"lQué es una constitución? i.Acaso no es la solución 
del siguiente problema? Dada la población, las costum­
bres, la religión, la situación geográfica, las relaciones 
políticas, las riquezas, las buenas y las malas cualidades 
de una determinada nación, hallar las leyes que le corres­
ponden. No es un problema que puedan resolver las per­
sonas con la exclusiva ayuda de sus fuerzas; es, en cada 
nación, el paciente trabajo de los siglos". Y continúa: 

"Al ser el hombre la obra de su nación, el producto de 
su entorno y no al revés, como creían los filósofos de las 
Luces y sus discípulos republicanos, la humanidad debe 
declinarse en plural: no es otra cosa que la suma de los 
particularismos que pueblan la tierra". 190 

Tal es el problema que ha estado presente y que los pue­
blos indígenas y sus organizaciones en América Latina en­
frentaron por décadas, en una resistencia dificil ante la cre­
ciente amenaza del Estado y su orden constitucional. De 
manera inédita, estos temas fueron colocados en la agenda 
nacional en el contexto de una negociación del gobierno fe­
deral con el Ejército Zapatista de Liberación Nacional, cuyo 
resultado emblemático fue la firma de los Acuerdos de San 
Andrés sobre derecho y cultura indígenas. 

El proceso, como sabemos, no ha sido sencillo, 191 se ha 
ido gestando en los Estados nacionales de América Lati-

190 Alain Finkielkraut. La derrota del pensamienw, Editorial Anagrama, Barce~ 
lona, 1987, pp. 17 y 18. 

191 Cfr Lectura comentada del Convenio 169 de la orr bajo el título "Derechos 
Indígenas", México, INI,. 1995, 2a. edidón."Las cuentas pendientes de la 
diversidad jurídica: el caso de las expulsiones por motivos religiosos", 
presentada en el coloquio "Orden jurídico y formas de control sodaln en 
El Fonln, Veracruz, jullo de 1992, elaborada a partir de la audiencia pú· 
blica organizada por el Congreso del estado de Chiapas en tomo a la pro­
puesta de tipificar el delito de expulsiones (consultar Memoria publicada 
por el Congreso, junio de 1992), "Defensoría jurídica de presos indíge­
nas", enEntrelaLeyyLacostumbre,ITDH-m,1990. ''La fuerza de la costum­
bre indígena frente al imperio de la ley nacional", San José, IIDH. octubre 
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na un inventario defensivo que, en aras de la eufemista 
unidad nacional y soberanía, expresa una creciente cerra­
zón ante la necesidad de cambiar la naturaleza del orden 
jurídico y dar entrada, como principio constitutivo, al de 
la pluriculturalidad. 

Hay sin duda mucha ignorancia, prejuicio y discrimi­
nación, pero hay sobre todo conciencia de la contradic­
ción que entrafia, para las aspiraciones neoliberales y 
globalizadoras, el compromiso de reconocer a unos suje­
tos de derecho que demandan autononúa constitucional 
y libre determinación interna para decidir los asuntos fun­
damentales relacionados con la vida de sus pueblos a 
partir de sus formas propias de gobierno. En el contenido 
de la demanda indígena destaca su inserción en la vida 
política nacional sin sacrificio de su cultura, el acceso al 
uso y disfrute de los recursos naturales, la posibilidad de 
participar en la toma de decisiones sobre los proyectos de 
desarrollo y sobre el sentido y destino mismo de la Na­
ción. Como vemos, no se trata de demandas asistencia­
listas o culturalistas, ni susceptibles de reducirse a la en­
trega discrecional de recursos económicos o al folklore 

de 1990. "Donde no hay abogado" (coautora), INI, 1990. "Derecho consue~ 
tudinarlo lndlgena", en Mhdco indfgena, núm. 25, 1987. "La juridlzadón de 
los indígenas ante la nación mexicana", en Revista justicia y paz, núm. 25, 
1992. Derecho indlgena ( coord. ), AMNU- INJ. 1997. Varlns articulas, entre los 
que destacan el discurso de ingreso a la Academia Mexicana de Derechos 
Humanos, juulo de 1995; la ponencia presentada en el Seminario Latino­
americano sobre Constitución y Derecho Indígena, realizado en Villa de 
Leyva. Colombia, julio de 1995; los artfculos "El Derecho Indlgena. entre la 
lgnorauda y el prejuldo", publicados en una primera versión en La jornada 
del campo, 3 de mayo de 1996 y "La pluralidad jurfdica y la jurlsdledón 
lndlgena", publicado en la revista El cotidiano, mayo de 1996, Universidad 
Autónoma Metropolitana. "El derecho indlgena eo la antesala de la Cons­
t!tudón" en EC01W1111a informa, UNAM. sept!erobre de 1996. El dernho lndfge­
na, coordinado por del seminario internacional realizado en mayo de 1997, 
publicado por INI~AMNU. "Derecho indígena y constitudonalidad", en el 
libro AnJwpologla Jurfdica. pmpectivas socioculturaks m el estudio del dernho, 
Ed. Antluopos·UAM. Espalla. 2002, pp. 235-2n. 
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inofensivo de los usos y costumbres, o a la contratación 
de maestros que hablen lengua indígena. 

No es el momento para reconstruir la conflictiva trayec­
toria de los Acuerdos de San Andrés, cuya etapa más recien­
te fue la aprobación, en 2001, de la llamada contrarreforma 
indígena que dio al traste con la posibilidad de avanzar en el 
camino de la paz y cuyo contenido vulneró el perfil autonó­
mico de la propuesta conocida como COCOPA. 

MUNICIPIOS AUTÓNOMOS, 
BASE DE LAS JUNTAS DE BUEN GOBIERNO 

La opción zapatista por la organización política se expresó 
durante la última década en el fortalecimiento de munici­
pios autónomos, proyecto que vivió, en 1998, una fuerte 
crisis por el intento del gobierno chiapaneco de "desman­
telarlos", lo que se tradujo en hechos de violencia y una 
campaña con supuesto contenido jurídico para desca­
lificarlos. Se cuestionó entonces la validez jurídica de los 
municipios autónomos, como se perfila hoy la relativa a 
las Juntas de Buen Gobierno. 

Quienes defendimos a los municipios autónomos plan­
teamos entonces que el núcleo esencial de la creación jurí­
dico-política de un municipio reside en la decisión mayori­
taria de los habitantes del territorio correspondiente y 
sustentan dicha tesis en los artículos 39, 40, 41 y 115 y 
demás relativos en la Constitución General, que estable­
cen en el origen del acto creador de los municipios, la deci­
sión mayoritaria popular. En consecuencia, señalaba el 
maestro Emilio Krieger ( qepd.) "la legislatura estatal se 
limitará a respetar formalmente la validez del acuerdo" (La 
Jornada, 17 de mayo de 1998); otros enfatizaron en la deci­
sión de la autoridad constituida, la fuente de validez de 
dicho acuerdo ciudadano. 
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El maestro Krieger proponía que se considerara que 
las comunidades tienen derecho a decidir libremente la 
constitución de municipios libres y autónomos, siempre 
y cuando expresamente se establezca en el acuerdo corres­
pondiente el respeto a las normas establecidas en los artí­
culos 39 y ll5 constitucionales, y se cuente con los ele­
mentos territoriales, materiales, económicos y democráticos 
necesarios para la subsistencia del municipio como gobier­
no local. 

De manera oficial, el entonces coordinador para el diá­
logo Emilio Rabasa presentó a la COCOPA un informe en 
estos términos: 

Las autoridades espúrias de los municipios autónomos ade­
más de violar la constitución estatal y la general de la Re­
pública han caído en el delito de usurpación de funcio­
nes al realizar actos de carácter público como son los de 
registro civil, cobro de derechos o cualquier otro, por el que 
podrían tener una sanción de seis meses a cinco años de 
prisión y multa de 20 a 60 días de salarlo mínimo. 

En cuanto a las normas estatales, tanto la creación como 
la supresión de los municipios es competencia del Con­
greso del Estado, según el artículo 29 de la Constitución 
chiapaneca, en tanto que la incorporación o segregación 
en o entre los municipios no podrá hacerse sin la a proba­
ción de la mayoría de los ayuntamientos; y en materia fe­
deraL según el ll5, la integración de los ayuntamientos 
deberá hacerse mediante elección popular, o de lo contra­
rio, cualquier acto de creación o desconocimiento de ayun­
tamientos y municipios será violatorio del voto popular ejer­
citado en la elección de las autoridades municipales; como 
lo establece elll6 constitucional, se configura una viola­
ción de la garantia constitucional que estipula que los ayun­
tamientos serán electos mediante el sufragio universaL li­
bre, secreto y directo. 
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Alega que el artículo 39 debe entenderse conforme a 
los artículos 40 y 41, el primero señala que es voluntad 
del pueblo constituirse en una República representativa, 
democrática y federal; y el segundo, que éste ejerce su 
soberanía a través de los poderes de la Unión o de los 
estados, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

También afirmó que "la ley para el diálogo no impide 
el ejercicio de las facultades otorgadas a las autoridades y 
fuerzas de seguridad pública para que cumplan con su 
responsabilidad de garantizar la seguridad interior y la 
procuración de justicia."192 Entonces preguntamos al dis­
curso oficial ¿dónde quedaron el Convenio 169 y los pac­
tos internacionales? Desde el derecho indígena, para va­
lorar a los municipios autónomos, no basta con apegarse 
a la letra de una norma constitucional, pasando por alto 
las normas internacionales. Con esa lógica positivista, el 
gobierno tiene un campo fértil de "ilegalidades" en la 
existencia misma de los pueblos indígenas que se han 
autogobernado y han ejercido facultades y competencias 
históricamente excluidas del orden jurídico. Uno de los 
asuntos indiscutibles en la mesa de San Andrés fue el 
acuerdo de modificación de la división municipal en 
Chiapas y, atrás de esta demanda, está sin duda la de ade­
cuar este nivel de gobierno a las posibilidades de ejercido 
de las formas de organización social y política de los pue­
blos indígenas. 

Para validar esta última apreciación. se difundió un do­
cumento del 18 de mayo de 1997 que, en la lógica guber­
namental, "probaría" las intenciones del EZLN de extender 
su radio de acción e influencia en el territorio chiapaneco; 
mientras que el Comité Clandestino Revolucionario In dí­
gena (ccRI) da cuenta y valida el cambio de autoridades 

192 Extractos del documento que entregó a la COCOPA a Emilio Rabasa. coor­
dinador para el diálogo y la negociación (La Jornada, 11 de mayo de 1998, 
José Gil Olmos). 
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del concejo municipal Tierra y Libertad, cuya cabecera es 
Amparo Agua Tinta, desmantelado ello de mayo de 1998. 
Lo interesante del documento referido es el listado de orien­
taciones que se transmite a la población y que nos bastará 
leerlo para reconocer la filosofía indígena en tomo al ejer­
cido del poder practicado en los hechos a lo largo de la 
historia de estos pueblos, no sólo en México, sino en Amé­
rica Latina. Veamos textualmente: 

"1. Apoyar a nuestras autoridades, porque también co­
men y visten y tienen familia, porque ellos no ga­
nan dinero, el pueblo debe organizarse para apo­
yarlos. 

"2. Que los apoyemos ser buen gobierno, consultándo­
nos y que nosotros sepamos mandar, pero asimis­
mo cumplir y obedecer a ese nuestro gobierno. 

"3. Que aprendamos a corregirlos cuando ellos fallan, 
sepan reconocer y corregirse o sustituirlo depen­
diendo de la gravedad del asunto. 

"4. Que nosotros como pueblos digamos, como quere­
mos que dan cuenta e informan de sus trabajos de 
nuestras autoridades, cuando y donde para que ellos 
con su verdad nos informen y que escuchen y den 
respuesta nuestras dudas y preguntas que tenga­
mos de sus informes, asta que quedemos satisfe­
chos y claros de sus informes y ellos al igual que­
den con nosotros. 

"5.Cuando halla [sic] un señalamiento de fallas, erro­
res ha nuestras autoridades se le haga llegar por 
escrito o verbalmente estando presente las autori­
dades, esto la podemos hacer llegar con nuestras 
autoridades ejidales. 
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"7. Una última, pero la más imponante. Pedimos a los 
pueblos que busquen y eligen ha compañeras para 
el concejo municipal que también pueden ser auto­
ridad de nuestro municipio."m Así quedaron las 
visiones contrapuestas, los municipios autónomos 
continuaron su caminar y los representantes ofi­
ciales cambiaron de empleo. 

LAS JUNTAS DE BUEN GOBIERNO 

El anuncio zapatista sobre la creación de Caracoles y Jun­
tas de Buen Gobierno, en sustitución de los espacios cono­
cidos en Chiapas como "Aguascalientes", suscitó enorme 
simpatía en sectores de la sociedad civil y en organizacio­
nes sodales, espedalmente campesinas pero, ante todo, 
convocó a fortalecer la esperanza y la autonomía de los 
pueblos indígenas en el país. 

El Subcomandante Marcos, en su papel de vocero con­
junto de los Municipios Autónomos y del EZLN, dio a co­
nocer tal decisión y abordó infinidad de temas, destaca­
riamos la reiteración de la crítica a la clase política de 
todos los apellidos y a los poderes del Estado en su con­
junto, pero también "al vanguardismo" con la reivindi­
cación del crédito de enseñanza para la matriz cultural 
indígena. Que el EZLN responda desde sus fortalezas no 
significa que tenga una visión localista, justamente ex­
presa la ubicación precisa de las implicaciones de la doc­
trina neoliberal, de cara no sólo a los pueblos indígenas, 
sino a la nación en su conjunto, o más bien al conjunto 
de las "antiguas" naciones en el mundo, hoy avasalladas. 

No nos engañemos, en el respeto a esa doctrina se ba­
saron los legisladores para desnaturalizar la llamada ini­
dativa cocoPA. Si los liberales del siglo XIX creyeron 

191 Extelsi.m; reportero Andrés Becerril, 27 de mayo de 1998. 
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fervientemente en el ideal de una nación homogénea, hoy 
los neoliberales utilizan con cinismo aquel ideal como 
máscara. 

Esa visión general no impidió que se abordaran los cla­
roscuros de los Municipios Autónomos Rebeldes Zapatistas 
( MARZ) a los que tratarán de dar respuesta con el proyecto 
de Juntas de Buen Gobierno. Así, frente al crecimiento 
desigual de los municipios en función del acceso a recur­
sos, en ocasiones privilegiado, se busca centralizarlos en 
las Juntas. Derivado de ello, la atención a relaciones con la 
sociedad civil y la redefinición de reglas que impidan el 
asistencialismo y la imposición de proyectos, o la realiza­
ción de investigaciones que no beneficien a los pueblos. 

Con la aclaración de que los MARZ continuarán sus ta­
reas de impartición de justicia, salud comunitaria, educa­
ción. vivienda, tierra, trabajo, alimentación y comercio, se 
propuso una auténtica segunda instancia de mediación y 
resolución de conflictos a través de las Juntas para "aten­
der denuncias contra los consejos autónomos por violacio­
nes a los derechos humanos, investigar su veracidad, orde­
nar a los constjos autónomos la corrección de estos errores 
y para vigilar su cumplimiento". Con esta funclón, se ga­
rantiza un auténtico acceso a la justicia, se cumple con el 
debido proceso y se postula una propuesta innovadora al 
enfrentar la falsa disyuntiva entre derechos individuales y 
colectivos. También vigilarán la realización de proyectos, ta­
reas comunitarias y, en general, lo relacionado con las con­
diciones materiales de subsistencia. 

En esta nueva etapa organizativa de reconstrucción de 
la autonomía indígena, es importante observar cómo se 
ubica el Comité Clandestino Revolucionario Indígena ( ccru) 
en ese complejo equilibrio entre el respeto a los pueblos y 
la necesidad, que se reconoce, de "desprenderse de la som­
bra de la estructura militar". Por ello, han decidido que no 
pueden coincidir mandos militares en cargos civiles. 
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Sin embargo, como no se ha logrado la firma de la paz 
y los municipios continúan enfrentando provocaciones y 
amenazas, en especial de grupos paramilitares o bien con­
flictos con organizaciones no zapatistas o antizapatistas, 
el ccRI mantiene la facultad de "vigilar el funcionamien­
to de las Juntas de Buen Gobierno para evitar actos de 
corrupción, intolerancia, arbitrariedades, injusticias y des­
viación del principio zapatista de mandar obedeciendo", 
principio que, reconocen, tiene origen indígena. 

LOS PUEBLOS INDÍGENAS 
COMO SUJETO DE DERECHO, 
NORMATIVIDAD INTERNACIONAL 

Si bien el EZLN reivindica el cumplimiento unilateral de 
los Acuerdos de San Andrés, también podemos observar 
que el proyecto autonómico, tanto los municipios como 
las Juntas, tiene su base jurídica en el Convenio 169 de la 
orr como ya señalamos; pues el más elemental de los de­
rechos contenido en el mismo es el respeto a sus formas 
propias de organización social, y ya desde la definición 
del concepto de pueblos, en el mismo instrumento, se 
asume que éstos, teniendo origen anterior a la creación 
de los actuales Estados, pueden conservar todas o parte 
de sus instituciones, con lo cual se incluyen las 
readecuaciones e incluso reconstituciones que definen los 
propios pueblos. 

Por otra parte, cuando se habla de los destinatarios de la 
protección, preservación, desarrollo y promoción de de­
rechos indígenas, de inmediato se plantea la interrogan­
te sobre cómo defmir quiénes son indígenas. Problema 
ya resuelto internacionalmente y concretamente en el 
convenio que obliga al Estado mexicano, el 169 de la orr, 
cuyo 1 • dice: 
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l. El presente Convenio se aplica: 

a) a los pueblos tribales en países independientes, cu­
yas condiciones sociales, culturales y económicas 
les distingan de otros sectores de la colectividad 
nacional y que estén regidos total o parcialmente 
por sus propias costumbres o tradiciones, o por una 
legislación especial; 

b) los pueblos son considerados indigenas por el he­
cho de descender de poblaciones que habitaban en 
el país o en una región geográfica a la que pertene­
ce el país, en la época de la Conquista o la coloniza­
ción o del establecimiento de las actuales fronteras 
estatales y que, cualquiera que sea su situación ju­
rídica, conservan todas sus propias instituciones 
sociales, económicas, culturales y políticas, o parte 
de ellas. 

2. La conciencia de su identidad indígena o tribal deberá 
considerarse un criterio fundamental para determinar los 
grupos a los que se aplican las disposiciones del presente 
convenio. 
3. La utilización del término "pueblos" en este Convenio 
no deberá interpretarse en el sentido de que tenga impli­
cación alguna en lo que ataiie a los derechos que pueda 
conferirse a dicho término en el derecho internacional. 

En este caso, la definición del sujeto está clara, en este 
artículo no se dejó a la libertad de los Estados miembros 
de la orr que ratificaran el convenio, ni la facultad de de­
cidir qué entenderían por pueblos. Es importante desta­
car el numeral dos, relativo a la conciencia de la identi­
dad indígena, como un criterio para determinar el sujeto 
al que se aplica el convenio. Este elemento está muy rela­
cionado con la reivindicación del derecho a la autoiden­
tificación que evite la precisión de criterios externos a estos 
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pueblos para "medir o calificar" su grado de identidad o 
el tipo de instituciones vigentes que serán necesarias para 
ser considerados pueblos indígenas, (o para dejar de serlo). 

El numeral tres aclara lo que ha sido preocupación fun. 
damental de los Estados, el uso del término "pueblos" no 
implica la posibilidad de construir, con base en este conve­
nio, nuevos Estados ni, por consigniente, la separación del 
Estado Nacional respectivo. 

Hasta aquí nos atenemos al concepto del Convenio 
169, por constituir una obligación jurídica para el Esta­
do mexicano. 

Hay otros instrumentos internacionales, también ra­
tificados por nuestro país, que respaldan los derechos de 
los pueblos indígenas. En efecto, los Pactos Internacio­
nales de Derechos Civiles y Políticos y de Derechos Eco­
nómicos, Sociales y Culturales establecen, en su artículo 
priroero (numeral l.l ) : 

"Todos los pueblos tienen el derecho de libre determina· 
ción. En virtud de este derecho establecen libremente su 
condición política y proveen asimismo a su desarrollo eco­
nómico, social y cultural". El concepto genérico de libre 
determinación de los pueblos no se relaciona con el hecho 
de que cada pueblo deba forzosamente constituirse en Es­
tado de acuerdo al derecho Internacional o deba renunciar 
a tal decisión. En América Latina, los pueblos Indígenas rei­
vindican su derecho a la libre determinación Interna, en el 
marco de los Estados Nacionales. 

El Convenio 169 de la orr, si bien no establece de manera 
explícita el derecho a la libre detemtinación, sí lo presupo­
ne al señalar desde su Inicio, en el preámbulo, la necesidad 
de que los pueblos controlen sus instituciones propias den­
tro del marco del Estado en que viven, también establece 
los principios de participación y consulta en la toma de 
decisiones y el control "hasta donde sea posible" sobre su 
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desarrollo social y cultural. Esta normatividad internacio­
nal ha sido asumida por nuestro país al ratificar dichos 
instrumentos jurídicos y. por tanto, los mismos tienen efec­
tos externos en términos del derecho internacional e inter­
nos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 133 cons­
titucional, es decir, son parte de la ley suprema. 

Es interesante, además, que el EZLN reivindica, como 
originalmente lo hizo, el concepto de pueblo en su sentido 
más amplio y cercano a lo que es la libredeterminación in­
tema, porque no escapa, en el análisis zapatista, el deslinde 
categórico frente al "fantasma separatista" y así anotan: 
"la autonomía no es fragmentación del país o separatis­
mo, sino el ejercicio del derecho a gobernar y gobernarnos 
según establece el artículo 39 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos". Más adelante se recuer­
da que precisamente los apellidos del Ejército Zapatista 
hablan de su aspiradón más sentida: la liberación nacional. 

STATUS JURÍDICO 
DE LAS JUNTAS DE BUEN GOBIERNO 

El9 de agosto de 2003, se instalaron formalmente las Jun­
tas de Buen Gobierno en OVentic, Chiapas, altí pudimos 
constatar, una vez más, la congruencia del EZLN en cuanto 
al respeto a los pueblos indígenas. La decisión de ubicar a 
la organización militar en el plano de la defensa y deslin­
dar este componente de las funciones de gobierno nos ha­
bla de la reiteración de la postura de no suplantar a los 
pueblos y. en última instancia, de no "militarizar" su cul­
tura. En OVentic observamos comunidades indígenas en 
plena reconstrucción y fortalecimiento, altí estaban las bri­
gadas de salud, educación, ecología y justicia, que lo últi­
mo que transmitían era improvisación o afectación, por no 
formar parte de "los programas gubernamentales". 
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Este proceso autonómico no es ajeno a un fuerte tra­
bajo organizativo donde, sin duda, la comandancia indí­
gena ha jugado un rol central. Precisamente fueron ellas 
y ellos quienes se encargaron de transmitir señales explí­
citas en tomo al rumbo que seguirá el accionar político 
del EZLN. 

La reacción oficial frente a la creación de las Juntas de 
Buen Gobierno fue positiva, pero no carente de una vi­
sión reduccionista e inmediatista, especialmente la ex­
presada por el Secretario de Gobernación. Santiago Cree!; 
asumiendo que se puede "encontrar un buen encuadre a 
las Juntas de Buen Gobierno pues en principio no se con­
traponen con lo establecido en el artículo segundo ( consti· 
tucional) pues no se está hablando de un territorio, se está 
hablando de formas de organización interna". Y agregó: 
"lo que falta es esperar el proceso de reformas la constitu­
ción de Chiapas, que las constituciones locales adapten esta 
última reforma." Ante ello, el gobernador de Chiapas, Pablo 
Salazar Mendiguchia, rechazó de inmediato el proponer re­
formas locales por lo menos en cuanto a su facultad de ini­
ciativa. Y agregó: "ninguna forma de gobierno que busque 
mejorar la situación de vida de los indígenas de la selva y los 
altos, viola la ley."194 

En contraste, algunas voces de la clase política, legisla­
dores locales y federales, advirtieron que se debe respetar 
el Estado de derecho. Habría que insistir en que la ley para 
el diálogo, la negociación y la paz digna en Chiapas reco­
nocen la justeza de las causas que dieron origen al conflic­
to armado, pero además, conforme al Convenio de Viena, 
los Estados no pueden alegar razones internas para justifi­
car el incumplimiento de los tratados que suscriben. 

Si los legisladores consideran que el proyecto autonó­
mico zapatista está "fuera de la ley", no corresponde a ellos 
juzgarlo; pero su postura revela que no resulta cierto, como 

194 Expreso de Chiapas, 1 de agosto, 2003. 
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lo han afirmado, que en 2001 cumplieron los Acuerdos 
de San Andrés. Ante ello, tendrían que promover otra re­
forma constitucional, ésa sí congruente con los compro­
misos firmados dentro y fuera del país. 

UNA MIRADA AL DISCURSO 
DE lAS JUNTAS DE BUEN GOBIERNO 

Durante los ocho meses de funcionamiento, las Juntas de 
Buen Gobierno asumieron su derecho al territorio, enten­
dido en los términos del Convenio 169 y no como segrega­
ción, y avanzaron con otras decisiones implicadas en el 
contenido original de la iniciativa mutilada de COCOPA, como 
la del acceso al uso y disfrute de los recursos naturales en 
las tierras y territorios que actualmente ocupan. la oposi­
ción al desalojo de las comunidades asentadas en Montes 
Azules implica esta concepción. En general, su interven­
ción se relaciona con la resolución de conflictos sobre re­
cursos en donde despliegan su fllosofla indígena. 

Mostramos como ejemplo el reciente conflicto en Zina­
cantán, así se expresaron en varios momentos: "Ell2 de 
febrero del presente año mandamos una pequeña comi­
sión para decirles que dejen de molestar a nuestros com­
pañeros y resuelvan de inmediato el problema del agua. 
Pero, hasta ahora, lo único que quieren es que se rindan 
los compañeros, que se humillen ante ustedes, y bajo el 
nombre de usos y costumbres quieren que nuestros com­
pañeros se sometan a las órdenes de la autoridad munici­
pal perredista y de los caciques del municipio. Pero esto 
ya no será posible, porque nosotros ya tenemos tomada 
conciencia de la realidad de nuestros pueblos y ya no nos 
van a engañar." 

"Nosotros los zapatistas estamos en contra de las in­
justicias, las humillaciones y del sometimiento al que es-
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tán acostumbrados los malos gobernantes y sus presiden­
tes municipales. Los zapatistas exigimos que nos respeten. 
que respeten nuestra resistencia, nuestra lucha. Ustedes, 
como indígenas, no deben quitarnos el derecho del sus­
tento de agua, de tierra, de madera y de la energía eléctri­
ca, que de por sí tenemos poco todos los indígenas. Quere­
mos que entiendan que estamos luchando por el bien de 
todos los pueblos, indígenas y no indígenas; luchamos para 
el futuro de nuestros hijos, para que algún día nuestros 
pueblos tengan el verdadero derecho que merecen. Nues­
tra lucha no es como el trabajo de un presidente munici­
pal, que termina su periodo y se va con sus buenos millo­
nes de pesos, pero su pueblo queda igual o peor, y así va a 
seguir empeorando la vida de los pueblos, y aunque cam­
bien de partido [ ... ] no cambia la situación." 

Un asunto crucial: "Es mentira cuando dice algún pre­
sidente municipal que destruimos las costumbres de nues­
tros pueblos; nosotros los zapatistas vamos a conservar y 
mejorar nuestra cultura, vamos a seguir usando nuestros 
trajes regionales, vamos a mtjorar nuestra lengua indí­
gena, nuestras músicas tradicionales y vamos a seguir 
celebrando nuestras fiestas tradicionales, pero sin trago, 
porque la borrachera no es costumbre de nuestros pue­
blos, sino que es una imposición de los conquistadores 
españoles, y además el trago hace daño a la familia, a la 
persona, a la comunidad y al municipio." 

También plantearon la relación con otras fuerzas y di­
ferentes formas de pensamiento y organización:'" 

"Hemos venido hasta aquí con el fm de acompañar a 
nuestros compañeros y compañeras que se encontraban 
desplazados desde el 10 de abril. Pero el día de hoy he-

195 Mensaje lefdo por los representantes autónomos y de la Junta de Buen 
Gobierno de Oventic, en el acompañamiento a las familias zapatistas des­
plazadas el pasado lO de abril que retornaron a las comunidades de Jech'vó, 
Elamb6 Alto. Elambó Bajo y Apaz.' 
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mos venido a dejarlos en su comunidad de origen a estos 
compañeros y compañeras, y aquí van a estar, porque aquí 
es su casa, aquí es su pueblo y nadie tiene derecho a 
molestarlos ni expulsarlos de su propia comunidad; ellos 
son zapatistas y seguirán siendo zapatistas". 

"Queremos decirles otra vez a Jos hermanos que no 
son zapatistas, o los que pertenecen a diferentes parti­
dos políticos: nosotros los zapatistas no queremos pe­
lear contra nuestros hermanos indígenas del mismo pa­
raje y del mismo municipio. Nosotros no molestarnos a 
nadie, no ofendemos a nadie; Jos zapatistas respetarnos 
a todos sin distinción de organización, de partido o de 
religión. Pero también queremos que nos respeten, que 
respeten nuestra lucha y nuestra resistencia. Nuestra 
lucha no es en contra de nuestros hermanos pobres; 
nuestra lucha tiene su causa justa que se llama demo­
cracia, libertad y justicia para todos. Por eso nosotros, 
como bases de apoyo del EZLN, queremos invitar a todos 
los hermanos indígenas, los que todavía no entienden 
nuestra lucha, a que reflexionen; y esperarnos que al­
gún día entiendan y se unan a nosotros para luchar jun­
tos como hermanos. Ahí están sus palabras, así dicen y 
viven su derecho a continuar siendo." 

PERSPECTNA 

226 

• Es clara la resistencia a ubicar el derecho indígena 
como una suerte de derecho constitucional de la 
pluriculturalidad. Una concepción así llevaría a re­
valorar la diversidad cultural, rebasar su sentido 
"folklorista" restringido que, en materia de "cos­
tumbres", pretende enlistarlas, "codificarlas" como 
antes se hacía con las fiestas o los trajes, promo-
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viendo ahora una variante que podemos conside­
rar "folklorismo juridico". 

• Es común que el discurso desde el Estado plantee 
que las normas de derecho indígena deben "armo­
nizarse" con la Constitución y, con ello, el mensaje 
implícito es que la carga de la armonización corre a 
cuenta de los conceptos sustantivos del derecho in­
dígena. Por ejemplo, para no afectar o contradecir al 
orden juridico, no hablamos de jurisdicción para 
pueblos indígenas, sino de" sistemas normativos", o 
de "consideración de usos y costumbres al dictar re­
soluciones jurídicas". De esta manera, la "armoni­
zación" consiste en reducir la jurisdicción indígena 
a la simple resolución de asuntos menores, "el robo 
de gallina", al que hemos hecho mención en otros 
trabajos. En síntesis: armonizar para trivializar. 

• Con la contrarreforma mexicana del 2001, se con­
cretó una tendencia que consiste en desnaturalizar 
las propuestas indígenas, en nombre de la técnica 
juridica y de la supuesta necesidad de precisión y 
concreción se afectó el impacto de la norma consti­
tucional. No olvidemos que los pueblos indígenas de­
mandan autonomfa en lo que implica el concepto, es 
decir, requieren el derecho de tomar decisiones en 
aspectos fundamentales para su cultura, que hoy por 
hoy se dedden afuera y, en lo general, en su contra, 
por lo que no es sufidente que la reforma utilice el 
término autonomfa, si se deja como cascarón vacío, o 
se sustituye al de territorio con el de los "lugares que 
habitan u ocupan", y se señala que disfrutarán los 
pueblos de recursos naturales de manera preferente, 
pero "después de salvar los derechos de terceros o de 
cualquier interesado". En el caso de la modalidad 
juridica de las Juntas de Buen Gobierno, se habrían 
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inscrito en la posibilidad de asociarse con los munici­
pios indígenas, cuestión que se suprimió. 

• Para abordar el status jurídíco de las Juntas de Buen 
Gobierno, es importante distinguir entre conceptos del 
derecho público interno y del derecho internacional 
público, es el caso de los conceptos de soberanía, territo­
rio y libre determinación. Sin dejar de abordar tanto la 
interconexión entre uno y otro espacios, hoy en día se 
perfila la tesis de que el cumplimiento de normas in­
ternacionales de derechos humanos sea un referente 
de legitimidad para el conjunto de los instrumentos y 
organismos internacionales. Por lo tanto, cualquier 
omisión en el respeto a la normatividad internacional 
puede, legítimamente, justificar sanciones internacio­
nales en otros campos o sectores. De ahí la necesidad 
de distinguir entre los efectos de un acto en derecho 
interno y los que tiene el mismo acto en derecho in­
ternacional, ya que los sujetos son diferentes y el marco 
también lo es. 

• Hoy en día, tenemos el problema de la falta de jus­
ticia en los convenios internacionales. Podríamos 
anotar que, así como se ha seíialado que en dere­
cho interno se deben producir cambios que modifi­
quen su lógica y superen la tendencia a las meras 
adiciones o "parches" normativos, en derecho in­
ternacional, se requiere un ejercicio similar tanto 
en las normas como en las instituciones y sus prác­
ticas. En ese camino van las nuevas tendencias, 
las cuales no encuentran la suficiente voluntad po­
lítica para avanzar. 

• La experiencia de las Juntas de Buen Gobierno aporta 
elementos para fortalecer a futuro el Estado de dere­
cho; sin embargo, la realidad política y jurídica cami­
na en sentido contrario. Hoy tenemos una cantidad 
de normas aisladas en diversos ordenamientos que 
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en hipótesis deberían responder a las demandas de 
los pueblos indígenas,;en los hechos estamos inaugu­
rando una nueva vertiente del positivismo que no es 
mt;jor por tener ahora el carácter de una suerte de 
positivismo indígenista. Están de moda las antologías, 
algunas promovidas por organismos internacionales 
como el BID, sin análisis de contenido y con el afán de 
mostrar que el capítulo del reconocimiento de dere­
chos está cerrado. 

o El constitucionalista Karl Loweinstein ha dícho que, 
en ocasiones, en nuestras constituciones nos hace­
mos un traje muy grandote que hay que guardar en 
un clóset para cuando crezcamos; que otras veces 
nos hacemos un traje adecuado a la realidad, con 
una talla extra para un crecimiento normal y en 
perspectiva; pero hoy en día, la contrarreforma in­
dígena de 2001 no elaboró un traje, sino un disfraz. 

o A estas alturas, es necesario aclarar que es un falso 
dilema preguntarnos si sólo con el contenido de nue­
vas nonnas constitucionales se resolverá la grave si­
tuación de los pueblos indígenas, conociendo de an­
temano la respuesta. Esta lógica nos podría llevar a 
la peligrosa conclusión de que da lo mismo tener el 
derecho, que no tenerlo. Ahí está uno de los riesgos 
centrales de la situación actual, donde los pueblos 
indígenas han recibido un portazo de los tres pode­
res en que se organiza el Estado, por lo que han deci­
dido continuar con la aplicación unilateral de los 
Acuerdos de San Andrés en el marco del Convenio 
169 de la orr, para lograr el fortalecimiento de su 
autonomía, lo que sin duda anticipa tensiones y 
enfrentamientos. 

o La jurista mohawk Patricia Monture ha dicho que, 
en la lengua de su pueblo, los términos derecho y 
justicia se pueden traducir como "vivir bien juntos". 
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Esta libertad de los pueblos de "vivir bien juntos" 
puede traducirse a las Juntas de Buen Gobierno, 
que "caminan preguntando", como suelen decir, y 
abre la brecha para que la libre determinación de 
los pueblos indígenas sea una realidad. 
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